
Crónica del mes 
Mayo-Junio 

Los meses de mayo y junio fueron escenario 
de un intenso debate político suscitado, ante todo, 
por la explosión de una bomba en la compañía 
aseguradora SISA; a ello se sumaron el último in­
forme de Boutros Ghali sobre el estado de los 
acuerdos de paz, las discusiones sobre la voluntad 
de ARENA para combatir la corrupción, el cum­
plimiento del segundo año de gobierno de Arman­
do Calderón Sol y unas presuntas amanazas de ca­
rácter terrorista -provenientes de sindicatos esta­
tales- contra el proceso de privatización. En el 
ámbito socio económico cobraron relevancia dos 
protestas empresariales -una promovida por 
microempresarios de la zona oriental y la otra or­
ganizada por empresarios del transporte-, que 
pusieron en cuestión, entre otras cosas, la habili­
dad negociadora del gobierno; asimismo, la cele­
bración del día internacional de los trabajadores 
puso de manifiesto la débil posición de éstos ante 
la privatización. Finalmente, en estos dos meses 
cobró importancia el quehacer diplomático no sólo 
de El Salvador, sino de la región. Primero, con la 
llegada al país del presidente argentino Carlos 
Menem; y, segundo, con la XVIII Cumbre de Pre­
sidentes Centroamericanos, la cual tuvo lugar en 
Canadá, y con la celebración de la XXVI Asam­
blea General de la Organización de Estados Ame­
ricanos. 

El mes de mayo se inició con la conmemora­
ción del día internacional de los trabajadores. Los 
sindicatos, los trabajadores en general y el gobier­
no conmemoraron el I JO aniversario de la lucha 
laboral de los trabajadores en Chicago, que culmi­
nó con la conquista de algunos derechos laborales 
hasta ese momento inimaginables y que ahora 
constituyen el núcleo de los derechos universales 
de los trabajadores. El 1, la marcha convocada por 
la Unión Nacional de Trabajadores Salvadoreños, 
el Comité para el Debate Nacional por la Paz y la 

Federación de Asociaciones y Sindicatos Indepen­
dientes de El Salvador (FEASIES), fue una mani­
festación rica por su diversidad y pluripartici­
pación. En ella fue posible observar a organizacio­
nes tan variadas como FENASTRAS, ASITEL, 
ATCEL, ATMOP, ANDES, el FMLN, ANPE­
COV AL, un grupo considerable de vendedoras de 
los mercados, trabajadoras del sexo y niños de la 
calles, entre otros. 

Las distintas hojas volantes y boletines reparti­
das durante el recorrido de la marcha -la cual 
partió del Reloj de Flores y terminó con un mitin, 
en la Plaza Cívica- se pueden observar dos pun­
tos en común. El primero consiste en un reclamo 
al gobierno por la caída del nivel de vida de los 
salvadoreños y por el aumento de la pobreza, cu­
yas causas serían el bajo poder adquisitivo resulta­
do de la inflación, el deterioro de la calidad de los 
servicios públicos y el aumento de los niveles de 
subempleo y desempleo (según la Unión Nacional 
de Trabajadores Salvadoreños, el 51 por ciento de 
la fuerza laboral forma parte del sector informal 
de la economía, mientras que el 15 por ciento esta­
ría desempleada). El segundo punto era una pro­
testa ante la inminente privatización de ANTEL. 
Según las distintas organizaciones, la privatización 
implicará la elevación de las tarifas de las teleco­
municaciones y la pérdida de un patrimonio públi­
co que genera ganancias en proporciones suficien­
tes como para reinvertirlas eficazmente en proyec­
tos de desarrollo social. 

Por otro lado, el sector sindical pro-guberna­
mental y pro-empresarial, por medio de un comu­
nicado, defendió la privatización de las entidades 
públicas, "entendiendo que esto [la privatización] 
es fundamental e indispensable para el desarrollo 
de nuestro país y para enfrentar con éxitos la 
inserción de nuestro país en la globalización eco-
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nómica" y la "reconversión" de los distintos acto­
res sociales para conformar un "instrumento de 
unidad", que lleve a feliz ténnino lo anterior. Asi­
mismo, se afirma la necesidad de establecer meca­
nismos que hagan posible la transparencia del pro­
ceso de privatización y de ratificar convenios de 
trabajo, que garanticen el equilibrio y la ausencia 
de conflicto entre los sindicatos, los empresarios y 
el gobierno, en la búsqueda conjunta del desarro­
llo y del bienestar del país. 

Por lo que toca al gobierno, el presidente Ar­
mando Calderón, en su mensaje del I de mayo, 
abundó en agradecimientos a los trabajadores, a 
quienes llamó "héroes silenciosos que están cam­
biando nuestro país, para que todos puedan vivir 
mejor". Les agradeció porque "nuestra economía 
creció 6 por ciento en el último año". Según el 
presidente, el progreso del país descansa en manos 
de los trabajadores, en cuya filas están "los traba­
jadores de la ciudad y del campo, las personas que 
trabajan en fincas y fábricas, en tiendas mercados 
y oficinas, en empresas y en el Estado ... Ustedes" 
-dijo emocionado-- "están haciendo grandes co­
sas para sus familias y para nuestro país. Y como 
su presidente, quisiera decirles gracias, muchas 
gracias". 

En fin, la conmemoración del día internacional 
del trabajo fue utilizada por el gobierno para lan­
zar discursos proselitistas e ideologizados; por los 
sindicatos oficiales, para apoyar el plan guberna­
mental de privatización y por los sindicatos de 
oposición para luchar contra él, pero sin proponer 
alternativas viables, que puedan detenerlo o al me­
nos aminorar sus efectos negativos. A excepción 
de la Unión Nacional de Trabajadores Salvadore­
ños -con todo y lo débil que pueda ser su denun­
cia-, ningún sector se preocupó por presentar un 
análisis serio de la realidad laboral de los salvado­
reños y las salvadoreñas, ni tampoco por enfatizar 
aquellos puntos precisos para mejorarla. 

En el plano político, un segundo atentado, esta 
vez dirigido contra las instalaciones de la Compa­
ñía Seguros e Inversiones (SISA), la noche del 23 
de mayo, puso en estado de alerta a las principales 
estructuras gubernamentales y motivó una intensa 
actividad política en los grupos dirigentes. La 
bomba explotó casi exactamente un mes después 
de que un coche fuera hecho explotar en las cerca­
nías de la residencia del ex presidente Alfredo 
Cristiani, quien además es el accionista principal 
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de la empresa aseguradora atacada y una de las 
cabezas visibles del grupo de empresarios influ­
yentes que controlan la banca y las finanzas del 
país. En este contexto, el Ministro del Interior, 
Mario Acosta, declaró a la prensa que "aquí hay 
grupos, gente interesada en que el proceso (de paz 
y reconciliación) no funcione y que buscan alejar 
al ex presidente Alfredo Cristiani de las activida­
des políticas y que se retire de la actividad empre­
sarial". 

Por su parte, el poder ejecutivo convocó a dos 
reuniones urgentes a Casa Presidencial. A la pri­
mera asistieron los representantes de los partidos 
políticos de oposición y de ella salió un pronun­
ciamiento contra "los actos terroristas que en días 
recientes se han perpetrado, poniendo en serio pe­
ligro el proceso de paz". A la segunda asistieron 
los líderes de las principales gremiales empresaria­
les. El tono de esta reunión fue similar a la ante­
rior. El 24, el presidente Calderón prometió "po­
ner todo el peso de la ley sobre los autores intelec­
tuales y materiales de estos hechos ... Todavía que­
dan grupos que no entienden que con violencia y 
terrorismo no se resuelven los problemas". Mien­
tras tanto, el Ministro de Seguridad Pública, Hugo 
Barrera, declaró que "estamos claros que éste es el 
segundo acontecimiento negativo que se da en este 
sentido. Esto lleva bastante tiempo y para poder 
concretar acciones tenemos que estar absoluta­
mente convencidos y seguros de que las pistas que 
hemos estado siguiendo son precisamente las que 
relacionan a las personas que han cometido estos 
hechos". 

Con todo y a despecho de las declaraciones de 
Barrera, no debería ser difícil identificar al menos 
el lugar de procedencia y la fisonomía general del 
grupo o facción que se encuentra detrás de estos 
atentados. Las investigaciones de la Comisión de 
la Verdad y del Grupo Conjunto constituyen un 
buen punto de partida para desentrañar, de una 
buena vez, el oscuro mundo y la naturaleza de los 
integrantes de los grupos clandestinos 
paramilitares con motivación política. No debe pa­
sarse por alto que -más allá de la validez del 
compromiso infonnal de los partidos para no acu­
sarse mutuamente- la fuente de este ciclo de vio­
lencia política proviene del seno de la derecha na­
cional, habida cuenta de la tradición violenta y 
escuadronera del partido ARENA. Este secreto a 
voces debiera ser investigado cuidadosamente. 
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En el mes que nos ocupa, otro tópico que salió 
a relucir una vez más fue el de la corrupción gu­
bernamental así como el compromiso de ARENA 
para erradicarlo de sus propias filas. En este senti­
do, las declaraciones del presidente de ANTEL, 
Juan José Daboub, acerca del proceso de 
privatización; las de Mario Valiente, alcalde de 
San Salvador y presidente de la Corporación de 
Municipalidades de la República de El Salvador 
(COMURES) y las del presidente de ARENA, 
Juan José Domenech, en tomo a la captura del al­
calde de La Libertad, Dagoberto Araujo, y la acu­
sación por peculado presentada contra la alcaldesa 
de Antiguo Cuscatlán, Zoila Navas de Aguilar por 
la Fiscalía General de la República son muy 
ilustrativas. 

El 12, al ser cuestionado en una entrevista 
televisiva sobre la corrupción en ANTEL, Juan 
José Daboub respondió: "cuando el elefante sale a 
dar su show, detrás de éste va alguien con un go­
rrito y una escoba, barriendo lo que va dejando el 
elefante. Las autónomas en algún momento se 
vuelven un circo, en donde usted tiene que ... lim­
piar lo que va dejando el elefante y eso es, preci­
samente, lo que esta administración está tratando 
de hacer, limpiar y eliminar estructuralmente a lo 
que usted se refiere". Al pedirle identificar quién 
era el "elefante", Daboub respondió: "los adminis­
tradores anteriores de las empresas estatales, sobre 
todo los de los períodos en donde se manejaba 
políticamente". 

Pese a lo ambiguo de la imagen utilizada, las 
afirmaciones de Daboub permiten sacar dos con­
clusiones: en ANTEL existe corrupción y de ella 
serían responsables las administraciones anterio­
res, incluyendo, por supuesto, las de Juan José 
Domenech y Saúl Suster, ambos miembros de 
ARENA. Por otro lado, Mario Valiente afirmó, el 
1 de junio, haciendo referencia al arresto del alcal­
de de La Libertad, que "cuando se tienen tantos 
alcaldes, más de alguno puede salir 'chueco', no 
digo que éste lo sea, le corresponderá a la justicia 
determinarlo". Por su parte, Juan José Domenech, 
en torno al mismo hecho, declaró, el 29 de mayo, 
que ARENA revisará "los cuadros [en las alcal­
días] como cualquier entrenador hace con su equi­
po antes de ir a un campeonato. Ya lo estamos 
haciendo. Es un proceso de estudio, de análisis". 
De estas tres declaraciones se siguen dos cosas: se 
reconoce oficialmente la posibilidad de que algu­
nos funcionarios de ARENA sean corruptos y, en 
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consecuencia, el partido ya habría iniciado las in­
vestigaciones para denunciar a quienes resulten 
responsables. 

Ahora bien, esta voluntad de ARENA y de su 
gobierno para combatir la corrupción en las alcal­
días fue cuestionada seriamente por la aprobación 
de un fuero especial para los alcaldes. En efecto, 
la noche del día 16, después de una larga tarde de 
encendidos debates, la asamblea legislativa aprobó 
un polémico decreto, en razón del cual los miem­
bros de los 262 concejos municipales del país go­
zarán de un fuero especial -idéntico al que go­
zan, por derecho constitucional, los diputados y 
jueces- en caso de ser acusados de actos 
tipificados como delitos oficiales. Este controver­
tido decreto introduce, además, una reforma en el 
artículo 415 del Código Procesal Penal, en virtud 
del cual los miembros los concejos municipales, 
acusados de cometer actos de corrupción o de ma­
nejar indebidamente su cargo, gozarán del derecho 
de que la Corte Suprema de Justicia conozca pre­
viamente los cargos que se les imputan y las prue­
bas que respaldan la acusación para, en conse­
cuencia, dictaminar si hay lugar para formar causa 
en los tribunales correspondientes. 

Esta reforma fue promovida activamente por el 
alcalde capitalino, Mario Valiente, en su calidad 
de presidente de la Corporación de Municipalida­
des de la República de El Salvador (COMURES), 
y contó con el apoyo decidido de la poderosa ma­
quinaria parlamentaria de ARENA. Naturalmente, 
la reforma se explica por la gran cantidad de alcal­
des (la mayoría miembros de ARENA) que, en los 
últimos meses, ha resultado implicada en escanda­
losos actos de corrupción y en administración 
fraudulenta de la hacienda pública. 

Parece estar claro, pues, que la lucha contra la 
corrupción es un buen negocio para la afirmación 
de la democracia, pero un mal negocio para ARE­
NA y sus estructuras corporativas. Los máximos 
dirigentes de ARENA aprendieron esta importante 
lección a comienzos de este año, cuando intenta­
ron desviar la atención de la corrupción y el 
enriquecimiento ilícito de los altos ex funcionarios 
y funcionarios del gobierno hacia un nivel infe­
rior, concretamente, al ámbito de la administración 
municipal. De todas maneras, ARENA se salió 
una vez más con la suya al determinar sobre cues­
tiones que son competencia exclusiva de la admi­
nistración de justicia en función de sus intereses y 
perspectivas políticas. Con ello, se ha hecho un 
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flaco favor a la incipiente tradición democrática, 
que lucha por revertir décadas de abuso, 
prepotencia y corrupción en el manejo de los 
asuntos públicos. 

Por último y siempre en el terreno político, 
otro hecho importante lo constituyó la presenta­
ción del último informe del Secretario General de 
Naciones Unidas, Boutros Ghali, sobre la situa­
ción de la ejecución de los acuerdos de paz en su, 
demasiadas veces dilatada, recta final. En el docu­
mento, hecho público el día 30, Ghali describe con 
extrema precisión y objetividad los elementos 
principales que configuran la delicada coyuntura 
política del país. Los principales puntos abordados 
en el informe de Naciones Unidas son la seguridad 
pública, los derechos humanos, el sistema judicial 
y algunas cuestiones de carácter económico-social. 

En lo que se refiere al primer punto, el informe 
del Secretario General reconoce -sin minimi­
zarlos- los esfuerzos gubernamentales para con­
solidar institucionalmente el nuevo esquema de se­
guridad pública en su conjunto y a la Policía Na­
cional Civil, en particular. No obstante, Ghali hace 
ver que, desafortunadamente, "los acontecimientos 
han superado rápidamente" tales iniciativas, de tal 
manera que aún estamos lejos de poder contar con 
un modelo democrático de seguridad pública. En 
concreto, Ghali muestra su preocupación por la 
"persistencia de perniciosos problemas" que inter­
vienen y desnaturalizan al funcionamiento efectivo 
de la Policía Nacional Civil. Entre estos proble­
mas estarían las indebidas ingerencias de altos 
funcionarios en el funcionamiento operativo de la 
policía. Aún peor, en la institución policial persis­
tirían tendencias que permiten que ciertas personas 
actúen al margen de su marco legal, 

La evaluación de los derechos humanos de 
Boutros Ghali es positiva, sobre todo en cuanto al 
desempeño de la Procuraduría para la Defensa de 
los Derechos Humanos. Sin embargo, el Secretario 
General se muestra preocupado por la existencia 
de "indicios de que podría haber retrocesos en el 
constante avance ... para llegar a un Estado de de­
recho basado en la jurisprudencia moderna". Ob­
viamente, la lista de cuestionamientos es puntual y 
numerosa. Entre los más relevantes destacan: la 
lentitud, discrecionalidad y duplicidad de funcio­
nes con la que se lleva a cabo la depuración y 
modernización del sistema judicial; la paralización 
de la ratificación de las reformas constitucionales; 
el consecuente atraso en la aprobación de los códi-
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gos penales y los graves peligros de involución 
autoritaria, implícitos en la "Ley Transitoria de 
Emergencia con la Delincuencia y el Crimen Or­
ganizado", aprobada recientemente. Naciones Uni­
das objetó en términos fuertes esta medida, debido 
a que "la prisa con se preparó hizo que se incluye­
ran elementos que ponen en peligro el proceso de 
reforma del sistema judicial y que podrían 
invalidar ciertos aspectos de los acuerdos de paz 
ya cumplidos o por cumplirse, además de que po­
drían infringir los derechos y las garantías protegi­
dos por la Constitución de El Salvador y diversos 
instrumentos internacionales". 

Finalmente, en el ámbito económico social, el 
informe de Ghali señala las dificultades técnicas y 
jurídicas que enfrenta el proceso de adjudicación 
de tierras y de los asentamientos humanos rurales, 
las cuales ponen en entredicho el presunto cumpli­
miento total de los acuerdos, que el gobierno suele 
pregonar. En realidad, aunque el informe reconoce 
los avances importantes alcanzados en esta mate­
ria, enumera las dificultades existentes para dar 
por concluidos de forma satisfactoria todos los 
compromisos adquiridos por el gobierno en este 
ámbito. 

En el plano social, dos paros ocuparon la aten­
ción pública: el convocado por comerciantes y 
microempresarios de la zona oriental del país y el 
convocado por los empresarios del transporte co­
lectivo. El nuevo paro en la zona oriental, esta vez 
por molivos económicos, sacó a la luz otra vez el 
controvertido problema de la evasión tributaria; 
sin embargo, a diferencia de la protesta anterior, 
los pequeños empresarios no encontraron eco ni 
en las filiales de las grandes casas comerciales de 
la zona ni en las esferas gubernamentales, ponien­
do en tela de juicio la pretendida convicción firme 
del gobierno para llevar a cabo una fiscalización 
tributaria transparente. 

Así, el 22, un grupo de comerciantes y mi­
croempresarios de San Miguel cerró sus negocios 
como medida de protesta por lo que consideran 
"acoso fiscal" por parte del Ministerio de Hacien­
da. El paro lo organizó el Comité pro Desarrollo 
Económico y Social de la Zona Oriental que, al 
parecer, agrupa a medianos, pequeños y micro em­
presarios de la zona. Según el presidente del comi­
té, Raúl Lazo, se trataba de una protesta ante una 
serie de medidas intimidatorias de los fiscaliza­
dores del Ministerio de Hacienda, quienes se pre­
sentarían a los establecimientos comerciales acom-
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pañados por agentes de la Policía Nacional Civil, 
para revisar si los libros contables de las empresas 
se encuentran en orden. Más aún, según Lazo, los 
fiscalizadores habrían hecho saber a los comer­
ciantes que, les gustase o no, tendrían que pagar 
impuestos y multas. 

Parte de la protesta fue una manifestación en 
contra del alza del costo del servicio eléctrico en 
hasta un 800 por ciento y de la inaccesibilidad del 
crédito, dado el elevado nivel de los intereses, no 
obstante que el Banco de Fomento Agropecuario 
tiene una línea crediticia de 300 millones de colo­
nes. Para los organizadores de la protesta, lo más 
grave es que ni el Ministerio de Hacienda ni el 
presidente Calderón dan explicaciones claras. En 
consecuencia, ellos se han unido ante el acoso, por 
inercia. 

Las reacciones no se hicieron esperar. Mientras 
que para los comerciantes y microempresarios que 
respaldaron el paro su éxito había sido "total", 
para las autoridades locales y los empresarios que 
no lo apoyaron, en concreto, la filial de la Cámara 
de Comercio e Industria de San Miguel, asegura­
ron que el mismo fue un fracaso y lo calificaron 
como un espectáculo, montado por gente de "a sa­
ber qué partido político con intereses particula­
res". De igual forma, el Ministerio de Hacienda 
negó que la visita de los auditores fiscales buscase 
intimidar a los contribuyentes, aclarando que éstas 
forman parte de un plan de asesoría y censo fiscal, 
cuyo propósito es ayudar a que los contribuyentes 
ordenen su información fiscal para evitarles retra­
sos en el momento de pagar sus impuestos. 

El mismo presidente Calderón insistió en que 
el Ministerio de Hacienda no estaba imponiendo 
multas ni acosando a los empresarios migueleños, 
sino que únicamente levantaba un censo para faci­
litar la inscripción de los contribuyentes y el pago 
del IV A, agregando que quienes aducían acoso 
fiscal, en realidad, no querían pagar ese impuesto, 
"el que tiene más, va a pagar más, porque El Sal­
vador no puede vivir sin impuestos", aclaró el pre­
sidente. 

Como quiera que sea, lo cierto es que hay poca 
claridad incluso en los sectores empresariales más 
poderosos y en el gobierno mismo acerca de cuán­
do las políticas fiscales se convierten en acoso. En 
noviembre del año pasado, cuando los presidentes 
de ANEP, ASI, FUSADES y la Cámara de Co­
mercio e Industria se quejaron por las supuestas 
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arbitrariedades y la "modalidad persecutoria" de 
los inspectores de la Dirección General de Im­
puestos Internos, tanto el Ministro de Hacienda 
como Calderón admitieron la necesidad de 
"flexibilizar la aplicación de las leyes tributarias" 
y de "cambiar la filosofía de la ley, que asume que 
si no se cumple con las formalidades, hay una eva­
sión". 

Por otro lado, el 27, la Asociación de Empre­
sarios de Autobuses Salvadoreños (AEAS) y la 
Asociación de Empresarios del Transporte de Pa­
sajeros (ATP) convocaron a un paro a nivel nacio­
nal del servicio de transporte público -el segundo 
del año. La medida respondía, según los transpor­
tistas, a la falta de seriedad e interés mostrados por 
la comisión de alto nivel para resolver sus deman­
das, presentadas desde hace más de año y medio. 

A diferencia del primer paro, realizado en la 
segunda quincena de febrero, éste contó con el 
apoyo de las dos asociaciones de transporte públi­
co, las cuales habían actuado sin previo acuerdo 
anteriormente e incluso habían entrado en contra­
dicciones, al justificar sus acciones. Asimismo, en 
esta ocasión no ocurrió ningún enfrentamiento en­
tre la policía y los huseros y cobradores. Por lo 
demás, se repitieron los señalamientos y las recri­
minaciones mutuos entre el gobierno y los trans­
portistas, se evidenció la falta de consenso entre 
las partes sobre cómo solucionar las exigencias 
planteadas y hubo de nuevo una utilización clara 
de la necesidad de transporte de la mayoría de los 
salvadoreños. 

No obstante que los transportistas habían esta­
do pidiendo el aumento del pasaje como medida 
última para nivelar sus presuntas pérdidas, cuando 
el gobierno les propuso, en dos ocasiones (el 7 y 
el 19 de mayo), liberalizar las tarifas, aquéllos se 
opusieron, alegando que con ello éste buscaba 
evadir su responsabilidad y poner al "pueblo" en 
su contra. El presidente de la Asociación de Em­
presarios de Autobuses Salvadoreños, Genaro 
Ramírez, afirmó que "[el gobierno] siempre han 
estado liberalizados ... siempre han cobrado lo que 
han querido; hay que evaluar la posición 
socioeconómica de la población para tomar este 
tipo de medidas". Ramírez agregó que liberalizar 
las tarifas implicaría aumentos de hasta el 300 por 
ciento, "lo único que pretende el Gobierno es en­
frentamos con los usuarios". 

El Ministro de Economía, Eduardo Zablah, 
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negó tajantemente que el gobierno hubiera pro­
puesto tal cosa y afirmó que las negociaciones no 
estaban estancadas, en prueba de lo cual dijo que 
se había presentado a la asamblea legislativa una 
propuesta de desgravación arancelaria para impor­
tar unidades de transporte público. Por lo que toca 
a las líneas de créditos blandos, Zablah señaló que 
el Estado no estaba en capacidad de financiarlas 
así como tampoco podía exonerar a los transpor­
tistas del IV A. Finalmente, el ministro aclaró que 
se discutía normalmente la propuesta para 
subsidiar el diesel. 

Al margen de estas acusaciones y del estado de 
las negociaciones, en una serie de comunicados, la 
Asociación de Empresarios de Autobuses Salvado­
reños acusó a figuras políticas de ARENA que, en 
virtud de su poder político, extendían fraudulenta­
mente autorizaciones para operar nuevas líneas. 
Los comunicados desafiaban a las autoridades y al 
propio presidente Calderón a solucionar el proble­
ma, de lo contrario, el transporte público sería pa­
ralizado. De esta manera, se introdujo un elemento 
nuevo en la discusión: la corrupción y la política 
partidista. 

En el plano diplomático, en el mes que nos 
ocupa, hubo algunos hechos importantes para el 
país. En efecto, los días 8 y 9, el presidente argen­
tino Carlos Menem visitó El Salvador. Los dos te­
mas predominantes durante la visita fueron la co­
operación regional para establecer mercados co­
munes y la privatización de las empresas estatales. 
De hecho, Menem respaldó firme y claramente la 
política salvadoreña de privatización. Este apoyo 
tuvo lugar en un buen momento, pues la política 
salvadoreña en este campo estaba siendo cuestio­
nada seriamente. Otra de las características de esta 
visita fue la gran cantidad de actos públicos de la 
naturaleza más diversas -------0iscursos, recepciones, 
visitas, entrevistas, condecoraciones y honores, 
convenios y declaraciones conjuntas. 

Aparte de las visitas de rigor a la asamblea le­
gislativa y a la Corte Suprema de Justicia, cabe 
destacar la firma de tres convenios de coopera­
ción. El primero versa sobre la promoción de in­
versiones e intercambio comercial. Los empresa­
rios argentinos que formaban parte de la comitiva 
presidencia manifestaron interés en el café, los ca­
marones salvadoreños y las acciones de ANTEL. 
Igualmente, se discutió la participación argentina 
en proyectos energéticos, los cuales se desarrolla­
rían con CEL. El segundo convenio prevee la co-
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laboración de técnicos argentinos en la formación 
de personal salvadoreño para combatir el 
narcotráfico y la drogadicción. Finalmente, el ter­
cer convenio se orienta a apoyar los planes de de­
sarrollo turístico del país. 

Por su parte, el gobierno de Calderón quiso 
utilizar la visita del presidente argentino para legi­
timar su plan para privatizar empresas públicas es­
tratégicas como ANTEL. Esta, en concreto, es una 
empresa que si bien necesitan mejorar su nivel de 
modernización y eficiencia no supone una carga 
deficitaria para el Estado salvadoreño, sino que 
más bien deja ganancias importantes. Esto signifi­
ca que la modernización y el ajuste del rol del 
Estado no se reducen a la mera privatización, sino 
que son necesarias mediaciones políticas, tendien­
tes a minimizar los costos sociales característicos 
de todo proceso de ajuste. 

A nivel regional hubo dos cumbres presiden­
ciales. La primera, la XVIII, tuvo lugar en 
Montelimar (Nicaragua), el 8 y 9 de mayo. A esta 
reunión asistió como invitado especial el presiden­
te de Alemania. El propósito de la cumbre era 
convertir el istmo en un destino turístico. La presi­
denta de Nicaragua, en su discurso de inaugura­
ción, aseguró que "los presidentes vamos a adop­
tar decisiones concretas para promover la nueva 
imagen de Centroamérica. Debemos fomentar la 
inversión pública y privada; promover una legisla­
ción moderna; capacitar nuestros recursos huma­
nos; establecer vínculos estrechos con el sector 
privado e impulsar una política migratoria de 
puertas abiertas para facilitar el turismo". 

Por su parte, el presidente de Alemania, 
Roman Herzog, afirmó en su intervención que 
"Centroamérica se está convirtiendo en un modelo 
de solución de conflictos armados y consolidación 
de la paz"; por ello, la región "es prioridad para 
Alemania", con lo cual recordó que su gobierno 
había entregado hasta la fecha 250 millones de 
marcos (equivalentes a 166 millones de dólares), 
destinados a programas de ayuda y cooperación. 
El plan de acción suscrito por los mandatarios 
contempla convocar, en un plazo de 90 días, en un 
foro de alto nivel, a las máximas autoridades de 
turismo, migración, aduanas, salud, agricultura y 
policía para discutir cómo facilitar el turismo. 

La segunda cumbre presidencial tuvo lugar en 
Ottawa (Canadá), los días 16 y 17 de mayo. A la 
reunión asistió el primer ministro de Canadá Jean 
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Chrétien, quien de hecho fue el anfitrión. La agen­
da comprendía, entre otros puntos, la cooperación 
en materia ambiental, el desarrollo sostenible y la 
promoción de los derechos humanos, estudiar el 
avances para crear el área de libre comercio de las 
Américas (ALCA), prevista para el año 2005, el 
proceso de integración regional y el intercambio 
de bienes y servicios con Canadá. Interés especial 
tenía la integración de Centroamérica en el Trata­
do de Libre Comercio. En este contexto, los presi­
dentes centroamericanos insistieron en la posición 
desventajosa en la que se encuentran sus países 
frente a México, país preferido por los 
inversionistas por la facilidad con la cual sus pro­
ductos pueden entrar en el mercado norteamerica­
no. 

Por su parte, el primer ministro Jean Chrétien 
manifestó su satisfacción al recibir por primera 
vez en la historia a los seis mandatarios centro­
americanos, puesto que "fueron elegidos en 
comicios democráticos y están comprometidos con 
el respeto de los derechos humanos". Según el mi­
nistro canadiense, la reunión "inaugura un nuevo 
capítulo en las relaciones entre Canadá y 
Centroamérica". Canadá aportará un millón de dó­
lares para la alianza para el desarrollo, pero cuan­
do sus mecanismos sean establecidos. En su decla­
ración, los mandatarios centroamericanos y 
Chrétien destacan el "notable progreso" logrado 
en la consolidación del proceso de pacificación y 
de transición democrática en la región, así como 
los avances alcanzados en materia de derechos hu­
manos. Adicionalmente, los mandatarios centro­
americanos reconocen en Canadá un aliado impor­
tante para contrapesar el poderío de Estados Uni­
dos, al mismo tiempo que se presenta como una 
vía para que los países del área ingresen al Trata­
do de Libre Comercio, lo cual representa una 
oportunidad única para diversificar y expandir sus 
exportaciones. 

En el mes de junio, la dinámica política cobró 
particular relevancia al cumplirse el segundo año 
de gobierno de Armando Calderón. El 1, el presi­
dente leyó su discurso a la nación, desde la asam­
blea legislativa. Como siempre, la retórica y la de­
magogia no faltaron. Faltó la necesaria dosis de 
autocrítica que todo gobierno que se respete a sí 
mismo y a los ciudadanos que dice representar de­
bería ejercer. También hizo falta realismo, pues 
dado el acelerado empobrecimiento de los sectores 
populares y el rebrote de prácticas terroristas en el 
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seno de la derecha resulta fuera de lugar afirmar, 
tal como lo hizo el presidente Calderón, que el 
país avanza en el fortalecimiento de las institucio­
nes democráticas y que el gobierno está compro­
metido con el fortalecimiento del desarrollo social. 

Ciertamente, fue poco lo que Calderón pudo 
presentar como resultados positivos de su segundo 
año de gestión. Quizás esto explique la necesidad 
de recurrir a la demagogia y la retórica, así como 
el temor a ser mínimamente autocrítico con un 
desempeño a todas luces ineficiente y débil. Por lo 
demás, la actuación política del gobierno se ha ca­
racterizado por una ineficiencia grave y por una 
pérdida de legitimidad preocupante, ya manifiestas 
en el primer año de gestión gubernativa. En este 
sentido, la conducción errática del gobierno por 
parte del ejecutivo está generando una peligrosa 
pérdida de confianza y apoyo en la 
institucionalidad estatal por parte de la ciudadanía. 
Asimismo, en la sección política de su discurso, el 
presidente Calderón únicamente hizo una referen­
cia vaga y retórica a la transición y un recuento 
rápido de los avances en los compromisos pen­
dientes de los acuerdos de paz. Paradójicamente, 
quiso presentar como un éxito de la gestión políti­
ca lo que más bien era resultado de la inercia. 

En esta coyuntura, el resullado de una encuesta 
del Instituto Universitario de Opinión Pública de 
la UCA (IUDOP) fue revelador. El 36.1 por ciento 
de los salvadoreños calificó de mala o muy mala 
la actuación del presidente Calderón en sus dos 
años de gestión al frente del gobierno. La nota 
promedio dada por los encuestados a la gestión 
gubernamental, en una escala de O a I O, fue de 
5.12. El 46 por ciento de los encuestados conside­
ra que ha habido cambios positivos, mientras que 
casi el 51 por ciento opina lo contrario. Los logros 
gubernamentales identificados por la población 
fueron el arreglo de calles y parques (16. 7 por 
ciento), el cumplimiento de los acuerdos de paz 
(8.2 por ciento) y el mejoramiento de los servicios 
públicos (7.3 por ciento); sin embargo, la mayoría 
la hacen aquellos que no reconocen ningún logro 
(el 30.9 por ciento) y aquellos otros que se nega­
ron a responder (17 .6 por ciento). 

Al considerar los aspectos negativos, la coinci­
dencia es mayor. El 71.2 por ciento de los ciuda­
danos afirma que hubo cambios negativos, mien­
tras que el 25.3 por ciento opinó que no hubo re­
trocesos. Los fracasos atribuidos al gobierno se 
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concentran en la situación económica y en la crisis 
de la seguridad pública. El 28.2 por ciento sostuvo 
que el principal fallo es la inflación, el 19.4 por 
ciento opinó que el gobierno no ha podido detener 
la delincuencia y el 10.4 por ciento señaló la falta 
de empleo. 

En resumen, la opinión de los salvadoreños so­
bre los dos años de gobierno de Calderón sigue 
siendo bastante negativa. Aunque en comparación 
con la evaluación de hace un año, las opiniones 
parecen haber mejorado muy levemente, la valora­
ción en su conjunto sigue señalando más fracasos 
que éxitos. Es más, pareciera que la población cri­
tica con mayor intensidad la dirección económica 
del país en estos dos años. Así se explica por qué 
la mayoría de la población piensa que el país no 
va por buen camino y pida al gobierno acciones 
orientadas a detener el deterioro de las condicio­
nes de vida y la delincuencia. De este modo, el 
gobierno de Calderón continúa siendo mal visto 
por la mayoría de los ciudadanos. 

Las sombras del terrorismo reaparecieron en la 
sociedad salvadoreña. En la edición del 6 de junio, 
El Diario de Hoy denunció la existencia de un su­
puesto plan terrorista, el cual sería ejecutado por 
las principales agrupaciones sindicales. El objetivo 
del presunto plan habría sido evitar la 
privatización de las empresas estatales. Basado en 
presuntas fuentes documentales oficiales, el perió­
dico aseguró que habría secuestros y atentados 
contra altos funcionarios e inversionistas, así 
como tomas de edificios públicos, paros, protestas 
callejeras violentas y destrucción de cajas telefóni­
cas. Según las fuentes de El Diario de Hoy, el 
plan habría sido diseñado en un encuentro 
intersindical, el cual habría tenido lugar el 2 de 
mayo y en el cual habrían participado los dirigen­
tes de los sindicatos de CEL, ANDA, MOP y 
ANTEL. 

Los representantes de los sindicatos implicados 
negaron la existencia del mencionado plan y re­
afirmaron su derecho para impugnar o cuestionar 
el plan de privatización del gobierno. "Estamos 
claros que vamos a detener la privatización, a tra­
vés de marchas y paros, y no por medio del terro­
rismo", manifestó el secretario de conflictos de 
ASTIEL, Adilio Mejía. Asimismo, los líderes sin­
dicales exigieron que tanto la Policía Nacional Ci­
vil como la Fiscalía General de la República los 
investigaran para que constataran la legitimidad de 
sus acciones. 
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En realidad, los temores de los sindicalistas no 
son infundados ni excesivos. En épocas no muy 
lejanas acusaciones de esta naturaleza traían con­
secuencias lamentables e irreparables. De hecho, a 
la sola divulgación de la noticias siguieron algunas 
amenazas veladas. Así, al comentar el presunto 
plan desestabilizador, el Comisionado Presidencial 
para la Modernización del Sector Público, Alfredo 
Mena Lagos, afirmó que "si doce años de guerra 
no paralizaron al país, menos lo harán las amena­
zas de un pequeño grupo". Para el comisionado 
presidencial, "si [los sindicalistas] creen que con 
terrorismo podrán detener la democratización y la 
libertad del país, tendrán que atenerse a las conse­
cuencias [ya que] no estamos dispuestos a permitir 
que por mantener los privilegios de unos pocos, se 
secuestre el destino de todo el país". 

El Viceministro de Seguridad Pública, Alberto 
Carranza, añadió leña al fuego al insinuar que el 
Partido Comunista y, en general, la izquierda, 
agrupada en torno al FMLN, serían los responsa­
bles últimos de las presuntas acciones ilegales en 
contra del proceso privatizador. Para Carranza: 
"podría ser que [el Partido Comunista Salvadoreño 
estuviera implicado en el plan], eso no lo podemos 
negar ni dar la certeza, pero sí, ellos siempre han 
andado metidos en estos movimientos, acostum­
brados a tirar la piedra y esconder la mano, eso es 
algo habitual en ellos". 

El 7, la Policía Nacional Civil -a través de 
uno de sus altos ejecutivos- puso distancia entre 
la versión divulgada por el periódico y la informa­
ción original que, en principio, habría salido de 
ella misma. De acuerdo con el subdirector de ope­
raciones de la Policía Nacional Civil, Rolando 
García, aún no estaría confirmada la veracidad de 
dicha información, "estamos tratando de confirmar 
la veracidad de esta información; en principio es 
sólo una información que llegó a la policía [pero] 
yo no he visto un plan [y] quiero insistir en que se 
trata de información que llegó a un investigador 
de la institución, pero que se tiene que confirmar". 

Finalmente, la reacción de la izquierda no fue 
menos emotiva y radical que la contraparte que la 
acusa de desestabilizadora y violenta. En un co­
municado oficial, difundido el 7, el FMLN asegu­
ró que "las versiones de la existencia de planes 
desestabilizadores, hechas públicas irresponsable­
mente por el viceministro de seguridad pública y 
por personeros de ARENA, no son más que un 
esfuerzo desesperado por desviar la atención ciu-
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dadana, en momentos en que su gestión guberna­
mental está seriamente cuestionada por los diver­
sos sectores de la sociedad". 

En el plano económico, el debate en torno a la 
privatización de ANTEL continuó. Esta vez a pro­
pósito de la aprobación de una transferencia de 
1,025 millones de colones de ANTEL al gobierno 
central, los cuales serían utilizados en "la rehabili­
tación del sistema penitenciario y [en] cubrir con­
trapartidas de proyectos en ejecución a cargo del 
ramo de Obras Públicas". La oposición pidió ex­
plicaciones sobre la existencia de tales fondos y su 
destino. Por otro lado, la pelición demostró que 
ANTEL no es deficitaria. En efecto, los promoto­
res de la privatización alegan que empresas como 
ANTEL incrementan el déficit fiscal, pero la peti­
ción del poder ejecutivo a la asamblea legislativa 
para que ésta apróbase la transferencia de los fon­
dos evidencia que aquélla es rentable y que en lu­
gar de restar los fondos públicos, los aumenta. 

El 5, los presidentes del Banco Central de Re­
serva y de ANTEL y el Ministro de Hacienda 
comparecieron en la asamblea legislativa para dar 
las explicaciones pedidas. Según éstas, se trataba 
simplemente de una "operación contable", puesto 
que 875 de los 1,025 millones de colones fueron 
gastados por el Banco Central de Reserva en la 
década pasada para sostener la moneda nacional; 
en cambio, los otros 150 millones de colones se 
encuentran depositados en bancos y financieras. 
Según el Ministro de Hacienda, Manuel Enrique 
Hinds, únicamente se trataría de una operación 
contable pues "es dinero que se ocupó hace mu­
cho... cuando hubo esfuerzo para estabilizar al 
país". Con esta explicación, la transferencia de 
fondos fue aprobada al día siguiente por la asam­
blea legislativa sin mayores contratiempos, aunque 
sin reparar en que los fondos transferidos consti­
tuían utilidades generadas por ANTEL. 

Por último, en el plano regional, entre el 3 y el 
7 de junio se celebró, en Panamá, la XXVI Asam­
blea General de la Organización de Estados Ame­
ricanos, en la cual participaron los 34 cancilleres 
de los países miembros. La agenda de la sesión 
anual comprendía 60 puntos, pero los más impor­
tantes fueron la lucha contra el narcotráfico, la co­
rrupción, la pobreza, el terrorismo, la preservación 
del medio ambiente, la defensa de los derechos 
humanos, el proceso de pacificación en Guatema­
la, el desminado, el fortalecimiento de la democra-
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cia y el intercambio comercial. En su discurso de 
inauguración, el secretario general, César Gaviria, 
enfatizó que uno de los objetivos principales de la 
organización era la expansión de la democracia. 
Los cancilleres, por su parte, manifestaron su "fir­
me respaldo a la democracia y su determinación 
para continuar fortaleciéndola en el continente 
americano". 

Entre los acuerdos alcanzados en esta asam­
blea general destacan la invitación a suscribir la 
Convención Interamericana contra la Corrupción, 
aprobada en Caracas, en marzo de 1996; la "enér­
gica condena a todas las formas de terrorismo, re­
pudiando sus graves consecuencias como una vio­
lación sistemática y deliberada a los derechos de 
los individuos"; la necesidad de impulsar con vi­
gor los procesos de integración económica regio­
nales, según el acuerdo de la cumbre de las Amé­
ricas, para crear una zona de libre comercio 
hemisférico, a más tardar en el año 2005; intensi­
ficar la lucha contra la pobreza, que padece cerca 
de la mitad de los 400 millones de latinoamerica­
nos, y el rechazo de la ley Helms-Burton, que san­
ciona a las compañías o empresas que mantengan 
relaciones con Cuba. Este rechazo fue muy impor­
tante en cuanto a reflejar la independencia de la 
organización de la política exterior de Estados 
Unidos. Las presiones de la delegación de este 
país no fueron suficientes para impedir la conde­
na; las reacciones de Washington fueron airadas y 
de muy mal gusto. 

En definitiva, los meses de mayo y junio deja­
ron en claro la debilidad del proceso de democrati­
zación. Por un lado, la corrupción gubernamental 
parece seguir encontrando respaldo en las filas de 
ARENA; por el otro, los conflictos en el seno de 
la derecha no sólo amenazan con volver a las 
prácticas violentas, sino que también ponen al go­
bierno en una situación cada vez más incómoda y 
difícil a la hora de mediar entre los diversos gru­
pos. A ello se añade el malestar de los trabajado­
res ante un proceso de privatización del que no 
esperan beneficio alguno, sino todo lo contrario. 
En fin, el panorama de El Salvador no se presta 
para mayores optimismos: la violencia en el inte­
rior de la derecha, la corrupción estatal, el males­
tar de los trabajadores y la ineficiencia en la con­
ducción gubernamental contribuyen a generar un 
clima propicio para la involución autoritaria. 
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